
NOTA SOBRE ASPECTOS DE DISCAPACIDAD DEL REAL DECRETO 1529/2012, DE 8 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE DESARROLLA EL CONTRATO PARA LA FORMACIÓN Y EL APRENDIZAJE Y SE ESTABLECEN LAS BASES DE LA FORMACIÓN PROFESIONAL DUAL
El Real Decreto-ley 10/2011, de 26 de agosto, de medidas urgentes para la promoción del empleo de los jóvenes, el fomento de la estabilidad en el empleo y el mantenimiento del programa de recualificación profesional de las personas que agoten su prestación por desempleo, así como la Ley 3/2012, de 6 de julio, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, modificó diversos aspectos de la legislación laboral. Entre dichas modificaciones, poseen especial relevancia las que afectan al artículo 11.2 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, texto refundido aprobado por Real Decreto legislativo 1/1995, de 24 de marzo, que regulaba los denominados contratos para la formación, modalidad que ha sido sustituida por el nuevo contrato para la formación y el aprendizaje.

Este Real Decreto sustituye a las disposiciones reglamentarias anteriores relativas a los contratos de formación, incorporando las modificaciones derivadas de las citadas reformas legales.

En el mismo se han recogido las propuestas del CERMI.

1. Límites de edad para formalizar el contrato

Como hasta ahora, el límite máximo de edad (30 años, hasta que la tasa de desempleo en nuestro país se sitúe por debajo del 15%) no será de aplicación cuando el contrato se concierte con personas con discapacidad. 
2. Especialidades del contrato cuando se suscribe con un trabajador con discapacidad

La Disposición adicional segunda del Real Decreto regula diversas especialidades en favor de las personas con discapacidad que suscriban un Contrato para la formación y el aprendizaje.
· Se entiende por persona con discapacidad aquella que tenga reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento, así como los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez.
· Si se dan determinadas circunstancias, la duración máxima del contrato (3 años con carácter general) podrá ampliarse hasta cuatro años, previo informe favorable del Servicio Público de Empleo competente, que a estos efectos podrá recabar informe de los equipos técnicos de valoración y orientación de la discapacidad competente. Se ha recuperado esta posibilidad de ampliar la duración máxima, que existió hasta agosto de 2011 y que fue suprimida por la reforma operada por el Real Decreto Ley 10/2011.
· Cuando el trabajador contratado para la formación y el aprendizaje sea una persona con discapacidad intelectual, hasta un 25% del tiempo de trabajo efectivo podrá dedicarse a la realización de procedimientos de rehabilitación, habilitación o de ajuste personal y social.

· En el desarrollo del presente real decreto las Administraciones competentes adoptarán aquellas medidas de adaptación que sean necesarias para facilitar e incentivar la suscripción de contratos para la formación y el aprendizaje con las personas con discapacidad y el desarrollo de las actividades formativas vinculadas.

· La formación profesional o aquella que se dirija a la obtención de un certificado de profesionalidad, vinculada a este contrato, se flexibilizará y adaptará a las necesidades específicas de las personas con discapacidad, permitiendo a estas también la posibilidad de combinar el estudio y la formación con la actividad laboral o con otras actividades, entre ellas, aquellas actividades derivadas de la situación de discapacidad, respondiendo así a las necesidades e intereses personales. 
· Los centros en los que se imparta la formación inherente a los contratos para la formación y el aprendizaje para personas con discapacidad dispondrán de las condiciones que posibiliten el acceso, la circulación y la comunicación de las personas con discapacidad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación aplicable en materia de inclusión, igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal, sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse, de manera que se garantice la plena igualdad en el trabajo.
· Las personas con discapacidad intelectual podrán realizar en el puesto de trabajo o en procesos formativos presenciales la formación de módulos formativos que no sean a distancia.

13 de noviembre de 2012.
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